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La Argentina cree firmemente que, tal como lo afirma el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la abolición de la pena de muerte contribuye a elevar la dignidad humana y desarrollar progresivamente los derechos humanos.
Los numerosos riesgos y fallas de la pena de muerte resultan evidentes: personas inocentes son equivocadamente condenados a muerte, detenidos sometidos a pasar años en medio de batallas legales mientras esperan en el corredor de la muerte, racismo y altos índices de discriminación e interseccionalidad que afecta, en mayor medida, a personas en situación de pobreza, quienes ocupan los índices más altos de condenados a pena de muerte.
El compromiso indeclinable de la Argentina en la lucha contra la pena de muerte se enmarca en la convicción que se ha asumido como política de Estado de cumplir la obligación de velar por el pleno respeto de los derechos humanos. Más allá de la posición de principio que la Argentina mantiene contra la pena de muerte, una razón que también obliga a plantearse lo improcedente de tal castigo es la posibilidad de error. Ningún sistema judicial es inmune a cometer algún error y la imposibilidad de revertirlo resulta argumento suficiente para hacer evidente la necesidad de eliminar tal castigo.
Tampoco es menor la angustia por la que tiene que pasar la persona condenada a pena de muerte hasta su ejecución. Dicho tratamiento constituye un trato cruel, inhumano y degradante que resulta contradictorio con el Estado de derecho democrático.
Normativa Interna Argentina 
En agosto de 2008 el Congreso Nacional sancionó la Ley N° 26.394 que deroga el Código de Justicia Militar, única norma hasta entonces vigente en la Argentina que preveía la aplicación de la pena de muerte. Si bien la pena de muerte había quedado derogada de hecho en 1994 con el otorgamiento de jerarquía constitucional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, con la derogación del Código de Justicia Militar la pena capital desapareció del sistema jurídico argentino. Cabe recordar que esta pena no se aplicaba efectivamente en nuestro país desde el año 1916.
Sumado a ello, nuestro país ratificó otros instrumentos internacionales existentes tanto en el ámbito regional americano como universal, relativos a la abolición de la pena de muerte, a saber el Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte y el Segundo Protocolo Facultativo al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos destinado a abolir la Pena de Muerte. Ambos protocolos contemplan la prohibición absoluta de la pena de muerte, otorgando de esa manera, en el plano positivo, una consagración cabal y completa del respeto al derecho a la vida, lo cual redunda en una ampliación del campo de protección propio de los derechos humanos.
Posición argentina a nivel internacional
Nuestro país se ha manifestado en diversas oportunidades y de manera contundente repudiando la aplicación de la pena de muerte, sea cual fuere el delito de que se trate, a la vez que ha participado en diversos pedidos de clemencia a favor de nacionales de países hermanos condenados a la pena capital.
Argentina es líder en la lucha contra la pena de muerte a nivel global, manteniendo una posición coherente y activa respecto del tema. En el ámbito de las Naciones Unidas, la Argentina ha venido copatrocinando las Resoluciones que solicitan la instalación de una moratoria para la pena de muerte, presentada por la Unión Europea en las Naciones Unidas. 
Por último, es importante destacar que la Argentina integra el Grupo de Apoyo de la Comisión Internacional contra la Pena de Muerte (CIPM) y participa en todos los Congresos Internacionales contra la Pena de Muerte, como parte del compromiso de la Argentina en pos de la abolición de la pena de muerte.
